
31) CASO DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. PERÚ

Garantías judiciales, Derechos políticos, Protección judicial,
Obligación de respetar los derechos y Deber de adoptar
disposicionesde derecho interno

Hechos de la demanda: Hechos en virtud de los cuales los señores
Delia Revoredo Marsano de Mur, Manuel Aguirre Roca y Guillermo Rey
Terry, magistrados del Tribunal Constitucional del Perú, fueron destitui-
dos, el 28 de mayo de 1997, por el Congreso de la República del Perú por
haber inaplicado la Ley 26.657, ley que habilita una segunda reelección
presidencial, supuestamente en contra de lo dispuesto en la Constitución
peruana. 

Fecha de interposición de la denuncia ante la Comisión: 2 de junio de
1997.

Fecha de interposición de la demanda ante la Corte: 2 de julio de
1999.

A) ETAPA DE COMPETENCIA 

CIDH, Caso del Tribunal Constitucional, Competencia. Sentencia de
24 de septiembre de 1999. Serie C, núm. 55.

Artículos en análisis: 56.2, 62.1, 62.3, 78 Convención Americana;
44.1, 56.1 y 56.2 Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados;
46 Convenio Europeo de Derechos Humanos; 36.2, 62.1 y 62.3 Estatuto-
de la Corte Internacional de Justicia.

Composición de la Corte:* Antônio A. Cançado Trindade, presidente;
Máximo Pacheco Gómez, vicepresidente; Oliver Jackman, Alirio Abreu
Burelli, Sergio García Ramírez, Carlos Vicente de Roux Rengifo; presen-
tes, además: Manuel E. Ventura Robles, secretario y Renzo Pomi, secre-
tario adjunto.
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*  El juez Hernán Salgado Pesantes, quien presidió la Corte hasta el día 16 de septiem-
bre de 1999, se excusó en aquella fecha de participar en la elaboración y adopción de esta
Sentencia.
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Asuntos en discusión: Aceptación de la competencia de la Corte,
efectos, diferencia entre la naturaleza de los tribunales internacionales
de derechos humanos y la Corte Internacional de Justicia; especial natu-
raleza de los tratados de derechos humanos; retiro del reconocimiento de
la competencia contenciosa de la Corte, determinación del alcance de la
competencia de la Corte, inadmisibilidad del retiro inmediato, la denun-
cia del tratado como un todo.

*

Aceptación de la competencia de la Corte, naturaleza: cláusula
pétrea, efectos, diferencia entre la naturaleza de los tribunales
internacionales de derechos humanos y la Corte
Internacional de Justicia

35. La aceptación de la competencia contenciosa de la Corte constituye
una cláusula pétrea que no admite limitaciones que no estén expresamen-
te contenidas en el artículo 62.1 de la Convención Americana. Dada la
fundamental importancia de dicha cláusula para la operación del sistema
de protección de la Convención, no puede ella estar a merced de limita-
ciones no previstas que sean invocadas por los Estados parte por razones
de orden interno.

36. Los Estados parte en la Convención deben garantizar el cumpli-
miento de las disposiciones convencionales y sus efectos propios (effet
utile) en el plano de sus respectivos derechos internos. Este principio se
aplica no sólo en relación con las normas sustantivas de los tratados de
derechos humanos (es decir, las que contienen disposiciones sobre los de-
rechos protegidos), sino también en relación con las normas procesales,
tal como la referente a la cláusula de aceptación de la competencia con-
tenciosa del Tribunal.1 Tal cláusula, esencial a la eficacia del mecanismo
de protección internacional, debe ser interpretada y aplicada de modo que
la garantía que establece sea verdaderamente práctica y eficaz, teniendo
presentes el carácter especial de los tratados de derechos humanos (Cfr.
infra 41 a 44) y su implementación colectiva.
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1 European Commission of Human Rights, Applications Núm. 15299/89, 15300/89
and 15318/89, Chrysostomos et alii vs. Turkey (1991), Decisions and Reports, Strasbourg,
C. E., [1991], vol. 68, pp. 216-253.
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45. En el funcionamiento del sistema de protección consagrado en la
Convención Americana, reviste particular importancia la cláusula faculta-
tiva de aceptación de la competencia contenciosa de la Corte Interameri-
cana. Al someterse a esa cláusula queda el Estado vinculado a la integri-
dad de la Convención, y comprometido por completo con la garantía de
protección internacional de los derechos humanos consagrada en dicha
Convención. El Estado parte sólo puede sustraerse a la competencia de la
Corte mediante la denuncia del tratado como un todo (Cfr. supra 39 e in-
fra 49). El instrumento de aceptación de la competencia de la Corte debe,
pues, ser apreciado siempre a la luz del objeto y propósito de la Conven-
ción Americana como tratado de derechos humanos.

*

46. Hay que descartar cualquier analogía entre, por un lado, la práctica
estatal permisiva desarrollada bajo el artículo 36.2 del Estatuto de la Cor-
te Internacional de Justicia, y, por otro lado, la aceptación de la cláusula
facultativa de la jurisdicción obligatoria de esta Corte, teniendo presentes
el carácter especial, así como el objeto y propósito de la Convención
Americana. En este sentido se ha pronunciado igualmente la Corte Euro-
pea de Derechos Humanos, en su sentencia sobre excepciones prelimina-
res en el caso Loizidou vs. Turquía (1995), en relación con la cláusula fa-
cultativa de su jurisdicción obligatoria (artículo 46 de la Convención
Europea, anteriormente a la entrada en vigor, el 01.11.1998, del Proto-
colo XI a la Convención Europea)..., fundamentando su posición en el
carácter de “tratado normativo” (law-making treaty) de la Convención
Europea...

47. En efecto, la solución internacional de casos de derechos humanos
(confiada a tribunales como las Cortes Interamericana y Europea de De-
rechos Humanos), no admite analogías con la solución pacífica de contro-
versias internacionales en el contencioso puramente interestatal (confiada
a un tribunal como la Corte Internacional de Justicia); por tratarse, como
es ampliamente reconocido, de contextos fundamentalmente distintos, los
Estados no pueden pretender contar, en el primero de dichos contextos,
con la misma discrecionalidad con que han contado tradicionalmente en
el segundo.

48. No hay como equiparar un acto jurídico unilateral efectuado en el
contexto de las relaciones puramente interestatales (v.g., reconocimiento,
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promesa, protesta, renuncia), que se completa por sí mismo de forma au-
tónoma, con un acto jurídico unilateral efectuado en el marco del derecho
convencional, como la aceptación de una cláusula facultativa de la juris-
dicción obligatoria de un tribunal internacional. Dicha aceptación se en-
cuentra determinada y condicionada por el propio tratado y, en particular,
por la realización de su objeto y propósito.

49. Un Estado que aceptó la jurisdicción obligatoria de la Corte Intera-
mericana según el artículo 62.1 de la misma, pasa a obligarse por la Con-
vención como un todo (Cfr. supra 39 y 45). El propósito de preservar la
integridad de las obligaciones convencionales se desprende del artículo
44.1 de la Convención de Viena, que parte precisamente del principio de
que la denuncia (o el “retiro” del mecanismo de un tratado) sólo puede
ser efectuada en relación con el conjunto del tratado, a menos que éste lo
disponga o las partes lo acuerden de manera diferente.

Especial naturaleza de los tratados de derechos humanos

41. La Convención Americana, así como los demás tratados de dere-
chos humanos, se inspiran en valores comunes superiores (centrados en la
protección del ser humano), están dotados de mecanismos específicos de
supervisión, se aplican de conformidad con la noción de garantía colecti-
va, consagran obligaciones de carácter esencialmente objetivo, y tienen
una naturaleza especial, que los diferencian de los demás tratados, los
cuales reglamentan intereses recíprocos entre los Estados parte y son apli-
cados por éstos, con todas las consecuencias jurídicas que de ahí derivan
en los ordenamientos jurídicos internacional e interno.

42. Al respecto, esta Corte ha señalado, en su opinión consultiva OC-
2/82 de 24 de septiembre de 1982 denominada El Efecto de las Reservas
Sobre la Entrada en Vigencia de la Convención Americana (artículos 74
y 75), que

...los tratados modernos sobre derechos humanos, en general, y, en particular,
la Convención Americana, no son tratados multilaterales del tipo tradicional,
concluidos en función de un intercambio recíproco de derechos, para el bene-
ficio mutuo de los Estados contratantes. Su objeto y fin son la protección de
los derechos fundamentales de los seres humanos, independientemente de su
nacionalidad, tanto frente a su propio Estado como frente a los otros Estados
contratantes. Al aprobar estos tratados sobre derechos humanos, los Estados se
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someten a un orden legal dentro del cual ellos, por el bien común, asumen va-
rias obligaciones, no en relación con otros Estados, sino hacia los individuos
bajo su jurisdicción (párrafo 29).

43. Dicho criterio coincide con la jurisprudencia convergente de otros
órganos jurisdiccionales internacionales. Al respecto, la Corte Internacio-
nal de Justicia, en su opinión consultiva relativa a Reservas a la Conven-
ción para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio (1951), afirmó
que “en este tipo de tratados, los Estados contratantes no tienen intereses
propios; solamente tienen, por encima de todo, un interés común: la conse-
cución de los propósitos que son la razón de ser de la Convención”.

44. La Comisión y Corte Europeas de Derechos Humanos (en adelante
“Comisión Europea” y “Corte Europea”, respectivamente), a su vez, se
han pronunciado en forma similar. En el caso Austria vs. Italia (1961), la
Comisión Europea declaró que las obligaciones asumidas por los Estados
parte en la Convención Europea de Derechos Humanos (en adelante “Con-
vención Europea”) “son esencialmente de carácter objetivo, diseñadas para
proteger los derechos fundamentales de los seres humanos de violaciones de
parte de las Altas Partes Contratantes en vez de crear derechos subjetivos y
recíprocos entre las Altas Partes Contratantes”... En igual sentido, la Corte
Europea afirmó, en el caso Irlanda vs. Reino Unido (1978), que 

a diferencia de los tratados internacionales del tipo clásico, la Convención
comprende más que simples compromisos recíprocos entre los Estados parte.
Crea, por encima de un conjunto de compromisos bilaterales, mutuos, obliga-
ciones objetivas que, en los términos del Preámbulo, cuentan con una ‘garan-
tía colectiva’...

Igualmente, en el caso Soering vs. Reino Unido (1989), la Corte Euro-
pea declaró que la Convención Europea “debe ser interpretada en función
de su carácter específico de tratado de garantía colectiva de derechos hu-
manos y libertades fundamentales, y que el objeto y fin de este instru-
mento de protección de seres humanos exigen comprender y aplicar sus
disposiciones de manera que haga efectivas y concretas aquellas exi-
gencias”...
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Retiro del reconocimiento de la competencia contencios de la Corte,
determinación del alcance de la competencia de la Corte,
inadmisibilidad del retiro inmediato, la denuncia
del tratado como un todo

27. Mediante nota de 16 de julio de 1999, recibida en la Secretaría de
la Corte el 27 de los mismos mes y año, la Secretaría General de la OEA
informó que, con fecha 9 de julio de 1999, el Perú había presentado un
instrumento en el que comunicaba el retiro de su declaración de reconoci-
miento de la cláusula facultativa de sometimiento a la competencia con-
tenciosa de la Corte.

Asimismo, transmitió copia del original de dicho instrumento, fechado
en Lima el 8 de julio de 1999. En éste, el ministro de Relaciones Exterio-
res del Perú señalaba que el Congreso de la República, mediante Resolu-
ción Legislativa núm. 27.152 de la misma fecha, había aprobado el retiro
en los siguientes términos:

...que, de acuerdo con la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la
República del Perú retira la Declaración de reconocimiento de la cláusula fa-
cultativa de sometimiento a la competencia contenciosa de la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, hecha en su oportunidad por el gobierno peruano.

 Este retiro del conocimiento de la competencia contenciosa de la Corte In-
teramericana producirá efecto inmediato y se aplicará a todos los casos en que
el Perú no hubiese contestado la demanda incoada ante la Corte.

28. El 16 de julio de 1999, el embajador del Perú ante el gobierno de
Costa Rica compareció en la Secretaría de la Corte Interamericana, y
manifestó que procedía a devolver la demanda y los anexos del caso del
Tribunal Constitucional, de lo cual la Secretaría levantó un acta de reci-
bimiento.

31. La cuestión del pretendido retiro, por parte del Perú, de la declara-
ción de reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte y de
los efectos jurídicos del mismo, debe ser resuelta por este Tribunal. La
Corte Interamericana, como todo órgano con competencias jurisdicciona-
les, tiene el poder inherente de determinar el alcance de su propia compe-
tencia (compétence de la compétence/Kompetenz-Kompetenz).
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32. La Corte no puede abdicar de esta prerrogativa, que además es un
deber que impone la Convención Americana, para ejercer sus funciones
según el artículo 62.3 de la misma. Dicha disposición establece que

 [l]a Corte tiene competencia para conocer de cualquier caso relativo a la in-
terpretación y aplicación de las disposiciones de esta Convención que le sea
sometido, siempre que los Estados parte en el caso hayan reconocido o reco-
nozcan dicha competencia, ora por declaración especial, como se indica en los
incisos anteriores, ora por convención especial.

33. La competencia de la Corte no puede estar condicionada por he-
chos distintos a sus propias actuaciones. Los instrumentos de aceptación
de la cláusula facultativa de la jurisdicción obligatoria (artículo 62.1 de la
Convención) presuponen la admisión, por los Estados que la presentan,
del derecho de la Corte a resolver cualquier controversia relativa a su ju-
risdicción. Una objeción o cualquier otro acto interpuesto por el Estado
con el propósito de afectar la competencia de la Corte es inocuo, pues en
cualesquiera circunstancias la Corte retiene la compétence de la compé-
tence, por ser maestra de su jurisdicción.

34. Al interpretar la Convención conforme a su objeto y fin (Cfr. infra
38), la Corte debe actuar de tal manera que se preserve la integridad del
mecanismo previsto en el artículo 62.1 de la Convención. Sería inadmisi-
ble subordinar tal mecanismo a restricciones súbitamente agregadas por
los Estados demandados a los términos de sus aceptaciones de la compe-
tencia contenciosa del Tribunal, lo cual no sólo afectaría la eficacia de di-
cho mecanismo, sino que impediría su desarrollo futuro.

*

38. ...No existe en la Convención norma alguna que expresamente fa-
culte a los Estados parte a retirar su declaración de aceptación de la com-
petencia obligatoria de la Corte, y tampoco el instrumento de aceptación
por el Perú de la competencia de la Corte, de fecha 21 de enero de 1981,
prevé tal posibilidad.

39. Una interpretación de la Convención Americana “de buena fe con-
forme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del trata-
do en el contexto de éstos y teniendo en cuenta su objeto y fin”, lleva a
esta Corte a considerar que un Estado parte en la Convención Americana
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sólo puede desvincularse de sus obligaciones convencionales observando
las disposiciones del propio tratado. En las circunstancias del presente
caso, la única vía de que dispone el Estado para desvincularse del someti-
miento a la competencia contenciosa de la Corte, según la Convención
Americana, es la denuncia del tratado como un todo (Cfr. infra 45 y 49);
si esto ocurriera, dicha denuncia sólo produciría efectos conforme al artí-
culo 78, el cual establece un preaviso de un año.

40. El artículo 29.a de la Convención Americana establece que ninguna
disposición de la misma puede ser interpretada en el sentido de permitir a
alguno de los Estados parte, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio
de los derechos y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en
mayor medida que la prevista en ella. Una interpretación de la Conven-
ción Americana en el sentido de permitir que un Estado parte pueda reti-
rar su reconocimiento de la competencia obligatoria del Tribunal, como
pretende hacerse en el presente caso, implicaría la supresión del ejercicio
de los derechos y libertades reconocidos por la Convención, iría en contra
de su objeto y propósito como tratado de derechos humanos, y privaría a
todos los beneficiarios de la Convención de la garantía adicional de pro-
tección de tales derechos por medio de la actuación de su órgano jurisdic-
cional.

*

50. La Convención Americana es clara al prever la denuncia de “esta
Convención” (artículo 78), y no la denuncia o “el retiro” de partes o cláu-
sulas de la misma, pues esto último afectaría su integridad. Aplicando los
criterios consagrados en la Convención de Viena (artículo 56.1), no pare-
ce haber sido la intención de las partes permitir tal tipo de denuncia o re-
tiro, ni tampoco se puede inferir este último de la naturaleza de la Con-
vención Americana como tratado de derechos humanos.

51. Aún en la hipótesis de que fuera posible tal “retiro” —hipótesis re-
chazada por esta Corte— no podría éste de modo alguno producir “efec-
tos inmediatos”. El artículo 56.2 de la Convención de Viena estipula un
plazo de anticipación de “por lo menos doce meses” para la notificación
por un Estado parte de su intención de denunciar un tratado o retirarse de
él. Este plazo tiene el propósito de proteger los intereses de las otras par-
tes en el tratado. La obligación internacional en cuestión, aunque haya
sido contraída por medio de una declaración unilateral, tiene carácter vin-
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culante; el Estado queda sujeto a “seguir una línea de conducta consisten-
te con su declaración”, y los demás Estados parte están habilitados para
exigir que sea cumplida...

52. A pesar de su carácter facultativo, la declaración de aceptación de
la competencia contenciosa de un tribunal internacional, una vez efectua-
da, no autoriza al Estado a cambiar posteriormente su contenido y alcance
como bien entienda: “...El derecho de poner fin inmediatamente a decla-
raciones con duración indefinida encuéntrase lejos de estar establecido.
La exigencia de la buena fe parece imponer que se debería aplicar a ellas
por analogía el tratamiento previsto por el derecho de los tratados, que re-
quiere un plazo razonable para el retiro o la denuncia de tratados que no
contienen disposición alguna sobre la duración de su validez”... Así, para
que la aceptación de la cláusula facultativa sea terminada unilateralmente,
deben aplicarse las reglas pertinentes del derecho de los tratados, las cua-
les descartan claramente dicha terminación o “retiro” con “efecto inme-
diato”.

53. Por las razones anteriores, la Corte considera que es inadmisible el
pretendido retiro por el Perú de la declaración de reconocimiento de la
competencia contenciosa de la Corte con efectos inmediatos, así como
cualesquiera consecuencias que se busque derivar de dicho retiro, entre
ellas, la devolución de la demanda, que resulta irrelevante.

54. En virtud de lo expuesto, la Corte considera que debe continuar con
la tramitación del caso del Tribunal Constitucional, de conformidad con el
artículo 27 de su Reglamento.

B) ETAPA DE FONDO

CIDH, Caso del Tribunal Constitucional (Aguirre Roca, Rey Terry y
Revoredo Marsano vs. perú). Sentencia de 31 de enero de 2001.

Artículos en análisis: Artículos 8o. (Garantías judiciales), 23.1.c (De-
rechos políticos) y 25.1 (Protección judicial) de la Convención America-
na sobre Derechos Humanos, en relación con los artículos 1.1 (Obliga-
ción de respetar los derechos) y 2o. (Deber de adoptar disposiciones de
derecho interno) de la misma.

Composición de la Corte: Antônio A. Cançado Trindade, presidente;
Máximo Pacheco Gómez, vicepresidente, Hernán Salgado Pesantes, Oli-
ver Jackman, Alirio Abreu Burelli, Sergio García Ramírez y Carlos Vi-
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cente de Roux Rengifo; presentes, además: Manuel E. Ventura Robles,
secretario y Renzo Pomi, secretario adjunto.

Asuntos en discusión: Criterios generales de valoración de la prue-
ba; valor probatorio de los recortes de periódicos y de los documentos
no controvertidos; hechos probados; consideraciones previas, inactivi-
dad procesal, juicio político; garantías judiciales, separación de poderes
e independencia judicial; protección judicial; derechos políticos; obliga-
ción de respetar los derechos; deber de reparar; deber de investigar los
hechos; costas y gastos.

*

Criterios generales de valoración de la prueba

43. El artículo 43 del Reglamento de la Corte establece que

[l]as pruebas promovidas por las partes sólo serán admitidas si son señaladas
en la demanda y en su contestación... Excepcionalmente la Corte podrá admi-
tir una prueba si alguna de las partes alegare fuerza mayor, un impedimento
grave o hechos supervinientes en momento distinto a los antes señalados,
siempre que se garantice a la parte contraria el derecho de defensa. 

44. Previamente al examen de las pruebas recibidas, la Corte precisará
los criterios generales sobre valoración de la prueba y realizará algunas
consideraciones aplicables al caso específico, la mayoría de los cuales
han sido desarrollados por la jurisprudencia de este Tribunal.

45. Con respecto a las formalidades requeridas en relación con el ofre-
cimiento de prueba, la Corte ha expresado que

el sistema procesal es un medio para realizar la justicia y... ésta no puede ser
sacrificada en aras de meras formalidades. Dentro de ciertos límites de tempo-
ralidad y razonabilidad, ciertas omisiones o retrasos en la observancia de los
procedimientos, pueden ser dispensados, si se conserva un adecuado equilibrio
entre la justicia y la seguridad jurídica.2
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46. En un tribunal internacional como es la Corte, cuyo fin es la protec-
ción de los derechos humanos, el procedimiento reviste particularidades
propias que le diferencian del proceso de derecho interno. Aquél es me-
nos formal y más flexible que éste, sin que por ello deje de cuidar la se-
guridad jurídica y el equilibrio procesal de las partes.3 Lo anterior permite
al Tribunal una mayor flexibilidad en la valoración de la prueba rendida
ante él sobre los hechos pertinentes, de acuerdo con las reglas de la lógica
y con base en la experiencia.4

47. Por otro lado, es necesario tener presente que la protección interna-
cional de los derechos humanos no debe confundirse con la justicia penal.
En los casos en que los Estados comparecen ante el Tribunal no lo hacen
como sujetos en un proceso penal, pues la Corte no impone penas a las
personas culpables de violar los derechos humanos. La función de ésta es
proteger a las víctimas y determinar la reparación de los daños ocasiona-
dos por los Estados responsables de tales acciones.5 Para tal efecto 

[e]s suficiente la demostración de que ha habido apoyo o tolerancia del poder
público en la infracción de los derechos reconocidos en la Convención. Ade-
más, también se compromete la responsabilidad internacional del Estado
cuando éste no realice las actividades necesarias, de acuerdo con su derecho
interno.6

48. Cabe destacar que el Estado no presentó pruebas de descargo en las
oportunidades procesales señaladas en el artículo 43 del Reglamento. Al
respecto, la Corte considera, como ya lo ha expresado en otros casos, que,
en principio, es posible presumir verdaderos los hechos planteados en la de-
manda sobre los cuales guarda silencio el Estado, siempre que de las pruebas
presentadas se puedan inferir conclusiones consistentes sobre los mismos.7 
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5 Ibidem, párrafo 98.
6 Idem.
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Valor probatorio de los recortes de periódicos
y de los documentos no controvertidos

53. Asimismo, en cuanto a los recortes de periódicos aportados por la
Comisión..., este Tribunal ha considerado que, aún cuando los mismos no
tienen carácter de prueba documental propiamente dicha, éstos podrán ser
apreciados cuando recojan hechos públicos o notorios, declaraciones de
funcionarios del Estado o cuando corroboren lo establecido en otros do-
cumentos o testimonios recibidos en el proceso.8 Así, la Corte los agrega
al acervo probatorio como un medio idóneo para verificar, junto con los
demás medios probatorios aportados, la veracidad de los hechos del caso.

54. Los documentos presentados por la Comisión durante la fase de
fondo no fueron controvertidos ni objetados, ni su autenticidad puesta en
duda, por lo que la Corte los tiene como válidos.

Hechos probados

56. La Corte procede ahora a considerar y a exponer cronológicamente
los hechos relevantes que estima probados, y que resultan del análisis de
las actuaciones del Estado y la Comisión Interamericana, así como de la
prueba documental, testimonial y pericial aportada en el presente caso.

...Alberto Fujimori fue elegido presidente del Perú el 28 de julio de 1990, de
conformidad con la Constitución Política del Perú de 1979, por el término
de cinco años. El artículo 205 de dicha Constitución no permitía la reelección
presidencial inmediata. El 5 de abril de 1992 el presidente Fujimori disolvió el
Congreso y el Tribunal de Garantías Constitucionales, y destituyó a numero-
sos jueces de la Corte Suprema de Justicia. El 31 de octubre de 1993 fue apro-
bada, mediante referéndum, la nueva Constitución Política del Perú, la que se
promulgó el 29 de diciembre de 1993. El artículo 112 de la nueva Constitu-
ción dispone: “El mandato presidencial es de cinco años. El presidente puede
ser reelegido de inmediato para un período adicional. Transcurrido otro perío-
do constitucional, como mínimo, el ex presidente puede volver a postular, su-
jeto a las mismas condiciones”; ... al ser convocadas las Elecciones Generales
de 1995, el presidente Fujimori inscribió su candidatura y ésta fue objeto de
tacha, por lo cual el Jurado Nacional de Elecciones..., haciendo uso de su fa-
cultad de instancia última, definitiva e inapelable en asuntos electorales, sostu-
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vo que en 1995 el presidente Fujimori ejercía para esa contienda electoral su
derecho a la reelección consagrada en el artículo 112 de la Constitución de
1993 [...L]os días 15 y 16 de junio de 1996 se conformó el nuevo Tribunal
Constitucional... calificado como un tribunal “autónomo e independiente”...

[E]l 23 de agosto de 1996 se promulgó la Ley núm. 26.657 o Ley de Inter-
pretación Auténtica del artículo 112 de la Constitución. Dicha Ley interpretó el
mencionado artículo al establecer que la reelección presidencial “está referida y
condicionada a los mandatos presidenciales iniciados con posterioridad a la fecha
de promulgación del referido texto constitucional”. La Ley concluye, entonces,
afirmando que “en el cómputo no se tienen en cuenta retroactivamente, los perío-
dos presidenciales iniciados antes de la vigencia de la Constitución”;

[Contra dicha Ley] el Colegio de Abogados de Lima presentó una acción
de inconstitucionalidad ...ante el Tribunal Constitucional, [conociéndose] di-
cha causa en audiencia pública con la presencia de los siete magistrados del
Tribunal Constitucional. El 27 de diciembre del mismo año se discutió la po-
nencia sobre la materia, la que fue aprobada por cinco votos a favor y dos en
contra, lo que quedó consagrado en un acta. [E]l proyecto de sentencia decla-
raba la inaplicabilidad de la norma y no su inconstitucionalidad, en aplicación
del “control difuso”. Al respecto, el artículo 4 de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional establece que se requieren seis votos conformes para resolver
las demandas de inconstitucionalidad. Esa misma noche los medios de comu-
nicación conocían que el Tribunal había discutido la causa...

El proyecto elaborado por el magistrado Rey Terry, que se discutió el 27
de diciembre de 1996, fue sustraído por el magistrado García Marcelo. Éste
adujo haber encontrado el proyecto sobre la mesa de reuniones en la carpeta
que correspondía a Rey Terry y alegó “que dicho documento probaba una ma-
quinación destinada a impedir la reelección presidencial”; ... los magistrados
García Marcelo y Acosta Sánchez enviaron una carta al presidente del Tribu-
nal Constitucional sobre las supuestas irregularidades en que habrían incurrido
los otros magistrados en la adopción de la decisión sobre la inaplicabilidad de
la [referida] Ley [iniciándose] una campaña de presión contra los magistrados
que suscribieron el fallo en mención...

[E]l 2 de enero de 1997 los magistrados Nugent y Díaz Valverde “solicita-
ron una nueva votación”. El 3 de enero del mismo año, durante la votación,
los solicitantes se abstuvieron de votar por haber adelantado opinión en sus
cátedras universitarias y retiraron sus firmas. Otros dos magistrados, señores
Acosta Sánchez y García Marcelo, se reservaron su opinión. Los magistrados
Aguirre Roca, Rey Terry y Revoredo Marsano votaron, como lo habían hecho
anteriormente, por la inaplicabilidad de la Ley núm. 26.657.

...
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El 15 de enero de 1997 la magistrada Delia Revoredo Marsano denunció
ante congresistas la sustracción de documentos jurisdiccionales y administrati-
vos de su despacho los días 12 y 13 de enero del mismo año, así como de las
oficinas de los magistrados Luis Díaz Valverde, Manuel Aguirre Roca y Gui-
llermo Rey Terry. Respecto a este último señaló que se sustrajo el proyecto de
sentencia sobre la acción núm. 002-96/I-TC, referida a la inconstitucionalidad
de la Ley núm. 26.657. Finalmente mencionó otros actos que constituían ac-
ciones de intimidación contra los miembros del Tribunal Constitucional;

...la ponencia que venía tramitándose se volvió a debatir y a votar el 16 de
enero de 1997 constituyéndose en sentencia definitiva por tres votos a favor
de la inaplicabilidad y cuatro abstenciones. Dicha sentencia declaró “INAPLI-
CABLE, por unanimidad de los votos emitidos, con las abstenciones indica-
das, y en ejercicio de sus atribuciones de control difuso, la ley interpretativa
Núm. 26.657, para el caso concreto de una nueva postulación a la Presidencia
de la República, en el año 2000, del actual Jefe de Estado”. La sentencia fue
firmada solamente por los magistrados Aguirre Roca, Rey Terry y Revoredo
Marsano. El 17 de enero de 1997 la sentencia se publicó en el Diario Oficial
“El Peruano”, publicándose nuevamente al día siguiente por incorrecciones ti-
pográficas. La fecha que aparece en la sentencia, sin embargo, es la de 3 de
enero de 1997;

...el 16 de enero de 1997 se emitió una “sentencia” suscrita por los magis-
trados Acosta Sánchez y García Marcelo, mediante la cual declaraban infun-
dada la demanda, “al no haberse alcanzado la mayoría calificada de seis votos
conformes, prevista por el artículo 4 de la Ley núm. 26.435, para declarar la
inconstitucionalidad de la Ley núm. 26.657, debido a que cuatro magistrados
de este Tribunal se ha[bía]n abstenido por haber adelantado opinión sobre el
fondo de la cuestión controvertida”. Esta sentencia, de acuerdo a un comuni-
cado de prensa emitido por el presidente del Tribunal Constitucional, carecía
de “valor legal y de eficacia”;

...el 27 de febrero de 1997 el Congreso, de conformidad con el artículo 97
de la Constitución, aprobó la formación de una Comisión para investigar los
presuntos actos de hostigamiento y presión contra el Tribunal Constitucional
sobre la base de las denuncias formuladas por la magistrada Revoredo Marsano 

...los días 21 y 31 de marzo y 4 y 18 de abril de 1997 la Comisión Investi-
gadora escuchó, respectivamente, el testimonio de los magistrados Revoredo
Marsano, Aguirre Roca, Rey Terry y Nugent sobre las denuncias de la magis-
trada Revoredo; luego de las imputaciones hechas por los magistrados García
Marcelo y Acosta Sánchez a aquéllos, se dio un cambio en la dirección de las
investigaciones y se decidió investigar las supuestas irregularidades que se ha-
bían dado en el seno del Tribunal Constitucional con ocasión de la resolución
de aclaración sobre la reelección presidencial. Pese a este cambio no se les
permitió a los magistrados Aguirre Roca, Rey Terry y Revoredo Marsano con-
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trainterrogar ni presentar descargo alguno con respecto a lo dicho por este ma-
gistrado; [posteriormente] la Comisión Investigadora del Congreso presentó
ante la Comisión Permanente del mismo, una denuncia constitucional contra
los magistrados Aguirre Roca, Rey Terry y Revoredo Marsano, en la cual se
les imputaba haber infringido la Constitución al presentar una ponencia como
“si fuera una sentencia ya discutida y aprobada por el Pleno del Tribunal Consti-
tucional” y, además, por emitir una resolución a nombre del Tribunal Cons-
titucional sobre un recurso de aclaración interpuesto por el Colegio de Aboga-
dos de Lima. Finalmente se señaló que el magistrado Nugent había actuado
ilegalmente al “justificar la infracción constitucional” y no convocar al Pleno del
Tribunal Constitucional para resolver el recurso de aclaración citado;

...la Comisión Permanente del Congreso nombró una Subcomisión “encar-
gada de informar sobre la denuncia constitucional contra los magistrados del
Tribunal Constitucional” (en adelante “Subcomisión Evaluadora”) para estu-
diar la solicitud de acusación constitucional. 

...23 de mayo de 1997 la Comisión Permanente del Congreso aprobó por
mayoría “el informe de la [S]ub-comisión [Evaluadora] y [propuso] al pleno
la aplicación de una de las tres sanciones previstas en el artículo 100o. de la
Constitución” y nombró a tres congresistas para que integraran la Subcomi-
sión Acusadora ante el pleno del Congreso; ante éste intervinieron los aboga-
dos defensores y el señor Manuel Aguirre Roca; finalmente, el magistrado
Aguirre Roca presentó un recurso ante la Comisión Permanente; ...el pleno del
Congreso decidió... destituir a los magistrados del Tribunal Constitucional
Manuel Aguirre Roca, Guillermo Rey Terry y Delia Revoredo Marsano, res-
pectivamente, por la emisión de la resolución de aclaración presentada por el
Colegio de Abogados de Lima... Los magistrados interpusieron acciones de
amparo [que] fueron declarados infundados en segunda instancia por la Sala
Corporativa Transitoria Especializada en Derecho Público de la Corte Supe-
rior de Justicia de Lima [y confirmadas] por el Tribunal Constitucional 

...
el 17 de noviembre de 2000 el Congreso anuló las resoluciones de destitu-

ción y reinstaló a los señores Aguirre Roca, Rey Terry y Revoredo Marsano
en sus puestos como magistrados del Tribunal Constitucional...

Consideraciones previas: inactividad procesal, juicio político

57. Una vez que la Corte ha precisado los hechos probados que consi-
dera relevantes debe estudiar los alegatos de la Comisión Interamericana,
con el objeto de decidir si los hechos demostrados comprometen o no la res-
ponsabilidad internacional del Estado por la supuesta violación de la Con-
vención Americana y determinar, si el caso presta mérito para eso, las conse-
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cuencias jurídicas de las alegadas violaciones. Sin embargo, la Corte esti-
ma necesario examinar en forma previa los argumentos presentados por
la Comisión respecto a algunos temas de importancia relativos a este
caso.

58. Como se ha dicho anteriormente ... el Estado no interpuso defensa
alguna ni compareció en las instancias para las que fue citado...

59. El artículo 27 del Reglamento de la Corte establece que

1. [c]uando una parte no compareciere o se abstuviere de actuar, la Corte, de
oficio, impulsará el proceso hasta su finalización 

2. [c]uando una parte se apersone tardíamente tomará el procedimiento en
el estado en que se encuentre.

60. Observa este Tribunal que la inactividad procesal no genera una
sanción contra las partes, en sentido estricto, ni afecta el desarrollo del
proceso, sino que, eventualmente, les acarrea un perjuicio al decidir vo-
luntariamente no ejercer su derecho de defensa en forma completa ni lle-
var a cabo las actuaciones procesales convenientes para su interés, de
conformidad con la máxima audi alteram partem.

61. En relación con los argumentos presentados por la Comisión, baste
señalar que la Corte ha impulsado ex officio el proceso hasta su conclu-
sión, y ha valorado los argumentos y el acervo probatorio evacuado du-
rante el proceso, con base en los cuales, este Tribunal ejerce sus funcio-
nes jurisdiccionales y emite una decisión.

62. Según se ha reconocido en la jurisprudencia internacional, la au-
sencia de una parte en cualquier etapa del caso no afecta la validez de la
sentencia,9 por lo cual, de conformidad con el artículo 68.1 de la Conven-
ción, está vigente la obligación del Perú de cumplir la decisión de este
Tribunal en el presente caso.
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9 Cfr. Military and Paramilitary Activities in and against Nicaragua (Nicaragua v.
United States of America), Merits, Judgment, I.C.J. Reports 1986, p. 23, para. 27. Además
véase, Cfr., inter alia, Fisheries Jurisdiction (United Kingdom vs. Iceland), Jurisdiction of
the Court, Judgment, I.C.J. Reports 1973, p. 7, para. 12; Fisheries Jurisdiction (United
Kingdom vs. Iceland), Merits, Judgment, I.C.J. Reports 1974, p. 9, para. 17; Nuclear Tests
(Australia vs. France), Judgment of 20 December 1974, I.C.J. Reports 1974, p. 257, para.
15; Aegean Sea Continental Shelf, Judgment, I.C.J. Reports 1978, p. 7, para. 15; y United
States Diplomatic and Consular Staff in Tehran, Judgment, I.C.J. Reports 1980, p. 18,
para. 33.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2001. Instituto de Investigaciones Jurídicas - Universidad Nacional Autónoma de México

Libro completo en: https://goo.gl/3w7aJo



63. Esta Corte considera también oportuno referirse a la institución del
juicio político en razón de su aplicación al caso concreto y por las exigen-
cias establecidas en la Convención Americana en cuanto a los derechos
fundamentales de las supuestas víctimas en este caso. En un Estado de
derecho, el juicio político es una forma de control que ejerce el Poder Le-
gislativo con respecto a los funcionarios superiores tanto del Poder Ejecu-
tivo como de otros órganos estatales. No obstante, este control no signifi-
ca que exista una relación de subordinación entre el órgano controlador
—en este caso el Poder Legislativo— y el controlado —en el caso el Tri-
bunal Constitucional—, sino que la finalidad de esta institución es some-
ter a los altos funcionarios a un examen y decisión sobre sus actuaciones
por parte de la representación popular.

Garantías judiciales, separación de poderes e independencia judicial

66. El artículo 8o. de la Convención Americana establece, en sus nu-
merales 1 y 2, que:

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de
un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e impar-
cial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier
acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus dere-
chos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su ino-
cencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proce-
so, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías
mínimas:

a. derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o in-
térprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; 

b. comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada;
c. concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la

preparación de su defensa;
d. derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un

defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor;
e. derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por

el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se
defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido
por la ley;
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f. derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal
y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que
puedan arrojar luz sobre los hechos;

g. derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse cul-
pable, y

h. derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.

67. Como ha quedado establecido en el presente caso, la destitución de
las tres supuestas víctimas fue producto de la aplicación de una sanción
por parte del Poder Legislativo en el marco de un juicio político...

68. El respeto a los derechos humanos constituye un límite a la activi-
dad estatal, lo cual vale para todo órgano o funcionario que se encuentre
en una situación de poder, en razón de su carácter oficial, respecto de las
demás personas. Es así, ilícita, toda forma de ejercicio del poder público
que viole los derechos reconocidos por la Convención. Esto es aún más
importante cuando el Estado ejerce su poder sancionatorio, pues éste no
sólo presupone la actuación de las autoridades con un total apego al orden
jurídico, sino implica además la concesión de las garantías mínimas del
debido proceso a todas las personas que se encuentran sujetas a su juris-
dicción, bajo las exigencias establecidas en la Convención.

69. Si bien el artículo 8o. de la Convención Americana se titula “Ga-
rantías Judiciales”, su aplicación no se limita a los recursos judiciales en
sentido estricto, “sino el conjunto de requisitos que deben observarse en
las instancias procesales”10 a efecto de que las personas puedan defender-
se adecuadamente ante cualquier tipo de acto emanado del Estado que
pueda afectar sus derechos.

70. Ya la Corte ha dejado establecido que a pesar de que el citado artí-
culo no especifica garantías mínimas en materias que conciernen a la de-
terminación de los derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal
o de cualquier otro carácter, el elenco de garantías mínimas establecido
en el numeral 2 del mismo precepto se aplica también a esos órdenes y,
por ende, en ese tipo de materias el individuo tiene también el derecho, en
general, al debido proceso que se aplica en materia penal.11
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10 Cfr. Garantías judiciales en Estados de Emergencia (artículos 27.2, 25 y 8o. Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos), Opinión consultiva OC-9/87 del 6 de oc-
tubre de 1987. Serie A, núm. 9, párrafo 27.

11 Cfr. Caso Paniagua Morales y otros. Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C,
núm. 37, párrafo 149.
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Separación de poderes e independencia judicial

71. De conformidad con la separación de los poderes públicos que
existe en el Estado de derecho, si bien la función jurisdiccional compete
eminentemente al Poder Judicial, otros órganos o autoridades públicas pue-
den ejercer funciones del mismo tipo.12 Es decir, que cuando la Conven-
ción se refiere al derecho de toda persona a ser oída por un “juez o tribunal
competente” para la “determinación de sus derechos”, esta expresión se
refiere a cualquier autoridad pública, sea administrativa, legislativa o ju-
dicial, que a través de sus resoluciones determine derechos y obligaciones
de las personas. Por la razón mencionada, esta Corte considera que cual-
quier órgano del Estado que ejerza funciones de carácter materialmente
jurisdiccional, tiene la obligación de adoptar resoluciones apegadas a las
garantías del debido proceso legal en los términos del ar-tículo 8 de la
Convención Americana.

73. Esta Corte considera que uno de los objetivos principales que tiene
la separación de los poderes públicos, es la garantía de la independencia
de los jueces y, para tales efectos, los diferentes sistemas políticos han
ideado procedimientos estrictos, tanto para su nombramiento como para
su destitución. Los Principios Básicos de las Naciones Unidas Relativos a
la Independencia de la Judicatura,13 establecen que:

La independencia de la judicatura será garantizada por el Estado y proclamada
por la Constitución o la legislación del país. Todas las instituciones gubernamen-
tales y de otra índole respetarán y acatarán la independencia de la judicatura.14

74. En cuanto a la posibilidad de destitución de los jueces, los mismos
Principios disponen:

Toda acusación o queja formulada contra un juez por su actuación judicial y
profesional se tramitará con prontitud e imparcialidad con arreglo al procedi-
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12 Cfr. Eur. Court H. R., Campbell and Fell judgment of 28 June 1984, Series A,
núm. 80, para. 76; y Eur. Court H. R., case of X v. the United Kingdom of 5 November
1981, Series A, núm. 46, para. 53.

13 Adoptados por el Séptimo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del
Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Milán del 26 de agosto al 6 de sep-
tiembre de 1985, y confirmados por la Asamblea General en sus resoluciones 40/32 de 29
de noviembre de 1985 y 40/146 de 13 de diciembre de 1985.

14 Principio 1, Idem.
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miento pertinente. El juez tendrá derecho a ser oído imparcialmente. En esa
etapa inicial, el examen de la cuestión será confidencial, a menos que el juez
solicite lo contrario.15

En otras palabras, la autoridad a cargo del proceso de destitución de un
juez debe conducirse imparcialmente en el procedimiento establecido
para el efecto y permitir el ejercicio del derecho de defensa.

75. Esta Corte considera necesario que se garantice la independencia
de cualquier juez en un Estado de derecho y, en especial, la del juez consti-
tucional en razón de la naturaleza de los asuntos sometidos a su conoci-
miento. Como lo señalara la Corte Europea, la independencia de cualquier
juez supone que se cuente con un adecuado proceso de nombramiento,16

con una duración establecida en el cargo17 y con una garantía contra pre-
siones externas.18

77. En cuanto al ejercicio de las atribuciones del Congreso para llevar
a cabo un juicio político, del que derivará la responsabilidad de un fun-
cionario público, la Corte estima necesario recordar que toda persona suje-
ta a juicio de cualquier naturaleza ante un órgano del Estado deberá con-
tar con la garantía de que dicho órgano sea competente, independiente e
imparcial y actúe en los términos del procedimiento legalmente previsto
para el conocimiento y la resolución del caso que se le somete.

80. Tal como ha quedado demostrado, se dieron las siguientes actua-
ciones en el procedimiento de destitución de las supuestas víctimas: a) la
Comisión de Investigación fue nombrada por el pleno del Congreso para
esclarecer la denuncia de la señora Delia Revoredo Marsano sobre una
eventual sustracción de documentos tanto de propiedad de ésta como del
Tribunal, que se estaban dando en el seno del organismo, y con respecto a
las amenazas que sufriera dicha señora. A la Comisión se le dio el man-
dato expreso de que no podía conocer de ningún asunto relacionado con
el ejercicio de la función jurisdiccional del Tribunal Constitucional, y di-
cha Comisión en su informe hizo caso omiso a este mandato y señaló que
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15 Principio 17, Idem.
16 Cfr. Eur. Court H. R., Langborger case, decision of 27 January 1989, Series A,

núm. 155, para. 32; y  Eur. Court H. R., Campbell and Fell, supra nota 12, para. 78.
17 Cfr. Eur. Court H. R., Langborger case, supra nota 16, para. 32; Eur. Court H. R.,

Campbell and Fell, supra nota 12, para. 78; y Eur. Court H.R., Le Compte, Van Leuven
and De Meyere judgment of 23 June 198I, Series A, núm. 43, para. 55.

18 Cfr. Eur. Court H. R., Langborger case, supra nota 16, para. 32; Eur. Court H. R.,
Campbell and Fell, supra nota 12, para. 78; y Eur. Court H. R., Piersack judgment of I
October 1982, Series A, núm. 53, para. 27.
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hubo irregularidades durante la adopción de diferentes actos jurisdiccio-
nales de dicho Tribunal, concluyendo que tres de los magistrados “usur-
paron” funciones del Tribunal Constitucional en pleno, con la venia del
presidente de dicho cuerpo colegiado; b) que luego de las declaraciones
rendidas por los magistrados Acosta Sánchez y García Marcelo ante la
Comisión de Investigación, los tres magistrados, supuestas víctimas en
este caso, no fueron citados nuevamente ante esta Comisión, con lo cual
cuando ésta rindió su informe dio por cierto lo afirmado por los dos ma-
gistrados mencionados, sin brindar la oportunidad a las supuestas vícti-
mas para que ejercieran su derecho a presentar pruebas de descargo; c)
que el 7 de mayo de 1997, una vez que las supuestas víctimas tuvieron
conocimiento de la acusación constitucional en su contra, la Subcomisión
Evaluadora les otorgó un plazo de 48 horas para ejercer su defensa, plazo
que a pedido de los magistrados fue extendido hasta el 14 de mayo si-
guiente, fecha en que dicha Subcomisión emitió su informe y lo remitió a
la Comisión Permanente recomendando la acusación constitucional...; y
d) que la resolución mediante la cual se aprobó la destitución no tenía
fundamentación alguna.

81. Este Tribunal ha señalado recientemente que las garantías estable-
cidas en el artículo 8 de la Convención Americana suponen que las vícti-
mas deben contar con amplias posibilidades de ser oídas y actuar en los
procesos respectivos.19 En el caso sub judice sucedieron los vicios apun-
tados (supra 80), lo cual no permitió a los magistrados contar con un pro-
ceso que reuniera las garantías mínimas del debido proceso establecidas
en la Convención. Con ello en el caso en estudio se limitó el derecho de
las víctimas a ser oídas por el órgano que emitió la decisión y, además, se
restringió su derecho a participar en el proceso.

82. En cuanto al cambio en el objeto de la indagatoria de la Comisión
de Investigación, ello no sólo transgredió el mandato expreso y la prohi-
bición de revisar las actuaciones jurisdiccionales del tribunal de garantías
establecidas por el Congreso, sino que además su actuación supuso que se
violentaran las mismas normas de procedimiento interno que garantiza-
ban el derecho de defensa de las supuestas víctimas. En cuanto a este últi-
mo punto, el artículo 88 inciso d) del Reglamento del Congreso establece
que “[q]uienes comparezcan ante las Comisiones de Investigación tienen
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19 Cfr. este principio en Caso Durand y Ugarte. Sentencia de 16 de agosto de 2000.
Serie C, núm. 68, párrafo 129.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2001. Instituto de Investigaciones Jurídicas - Universidad Nacional Autónoma de México

Libro completo en: https://goo.gl/3w7aJo



el derecho de ser informados con anticipación sobre el asunto que motiva
su concurrencia. Pueden acudir a ellas en compañía de un [a]bogado”.
Evidentemente, cuando los magistrados comparecieron ante la Comisión
de Investigación, su intervención respondía a las denuncias hechas por
la magistrada Revoredo y no a las supuestas anomalías que se produ-
jeron en el Tribunal Constitucional con ocasión de la adopción de la
decisión y aclaración sobre la reelección presidencial, razón por la cual
los magistrados no pudieron hacer conocer su postura con respecto a este
punto.

83. Lo antedicho produjo la consiguiente restricción del derecho de de-
fensa de los magistrados para presentar los descargos correspondientes a
las imputaciones que se presentaban en su contra. Por una parte, los in-
culpados no tuvieron conocimiento oportuno y completo de los cargos
que se les hacían y se les limitó el acceso al acervo probatorio. El plazo
otorgado para ejercer su defensa fue extremadamente corto, considerando
la necesidad del examen de la causa y la revisión del acervo probatorio a
que tiene derecho cualquier imputado.20 Por otra parte, a los magistrados
inculpados no se les permitió contrainterrogar a los testigos en cuyos
testimonios se habían basado los congresistas para iniciar el procedimien-
to de acusación constitucional y concluir con la consecuente destitución.21

84. De conformidad con los criterios establecidos por este Tribunal, es
evidente que el procedimiento de juicio político al cual fueron sometidos
los magistrados destituidos no aseguró a éstos las garantías del debido
proceso legal y no se cumplió con el requisito de la imparcialidad del juz-
gador. Además, la Corte observa que, en las circunstancias del caso con-
creto, el Poder Legislativo no reunió las condiciones necesarias de inde-
pendencia e imparcialidad para realizar el juicio político contra los tres
magistrados del Tribunal Constitucional.

85. Por todo lo expuesto, la Corte considera que el Estado violó el de-
recho a las garantías judiciales, en perjuicio de los señores Manuel Agui-
rre Roca, Guillermo Rey Terry y Delia Revoredo Marsano, consagrado
en el artículo 8o. de la Convención Americana.
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20 Cfr. este principio en Caso Paniagua Morales y otros, supra nota 11, párrafo 152.
21 Cfr. este principio en Caso Castillo Petruzzi y otros. Sentencia de 30 de mayo de

1999. Serie C, núm. 52, párrafo 154; Eur. Court H. R., case of Barberà, Messegué and
Jabardo, decision of December 6, 1998, Series A, núm. 146, párrafo 78; y Eur. Court H.
R., case of Bönishc judgment of May 6th. 1985, Series A, núm. 92, párrafo 32.
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Protección judicial

88. El artículo 25 de la Convención Americana dispone que:

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro
recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare con-
tra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitu-
ción, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida
por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 

2. Los Estados parte se comprometen:
a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del
Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal re-
curso; 
b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial; y
c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda

decisión en que se haya estimado procedente el recurso.

89. Como ha sido establecido por este Tribunal, la salvaguarda de la
persona frente al ejercicio arbitrario del poder público es el objetivo pri-
mordial de la protección internacional de los derechos humanos. En este
sentido, la inexistencia de recursos internos efectivos coloca a la víctima
en estado de indefensión. El artículo 25.1 de la Convención ha estableci-
do, en términos amplios, 

la obligación a cargo de los Estados de ofrecer, a todas las personas sometidas
a su jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus
derechos fundamentales. Dispone, además, que la garantía allí consagrada se
aplica no sólo respecto de los derechos contenidos en la Convención, sino
también de aquéllos que estén reconocidos por la Constitución o por la ley.22

En razón de lo anterior, la inexistencia de un recurso efectivo contra
las violaciones de los derechos reconocidos por la Convención constituye
una transgresión de la misma por el Estado parte.23

90. Bajo esta perspectiva, este Tribunal ha señalado que para que el
Estado cumpla con lo dispuesto en el citado artículo no basta con que los
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22 Cfr. Garantías Judiciales en Estados de emergencia (artículos 27.2, 25 y 8o. Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos), supra nota 10, párrafo 23.

23 Cfr. Garantías Judiciales en Estados de emergencia (artículos 27.2, 25 y 8o. Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos), supra nota 10, párrafo 24.
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recursos existan formalmente, sino que los mismos deben tener efectivi-
dad,24 es decir, debe brindarse a la persona la posibilidad real de interpo-
ner un recurso que sea sencillo y rápido, en los términos del artículo 25
de la Convención. Esta Corte ha establecido reiteradamente que la exis-
tencia de este tipo de garantías “constituye uno de los pilares básicos, no
sólo de la Convención Americana, sino del propio Estado de derecho en
una sociedad democrática en el sentido de la Convención”.25

91. En el marco de los recursos sencillos, rápidos y efectivos que con-
templa la disposición en estudio, esta Corte ha sostenido que la institución
procesal del amparo reúne las características necesarias para la tutela efecti-
va de los derechos fundamentales,26 esto es, la de ser sencilla y breve...

93. En razón de los criterios establecidos en la materia por esta Corte y
en consideración de la razonabilidad del plazo en procesos judiciales,27

puede afirmarse que el procedimiento que se siguió ante las diversas ins-
tancias que conocieron de los amparos en este caso excedió el principio
de plazo razonable consagrado en la Convención Americana. De acuerdo
con los criterios de este Tribunal, los recursos de amparo resultarán iluso-
rios e inefectivos, si durante la tramitación de éstos se incurre en un retar-
do injustificado de la decisión.28 La propia legislación interna adoptó este
criterio al establecer plazos breves y perentorios para la tramitación del
recurso de amparo (supra 91) y al disponer, en el artículo 61 de la Ley Or-
gánica del Tribunal Constitucional, que éste debe realizar sus actuaciones
“con puntualidad y sin admitirse dilación”.
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24 Cfr. Caso Bámaca Velásquez, supra nota 2, párrafo 191; Caso Cesti Hurtado. Sen-
tencia de 29 de septiembre de 1999. Serie C, núm. 56, párrafo 125; y Caso Paniagua y
otros, supra nota 11, párrafo 164.

25 Cfr. Caso Bámaca Velásquez, supra nota 2, párrafo 191; Caso Cantoral Benavides.
Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C, núm. 69, párrafo 163; Caso Durand y Ugar-
te, supra nota 19, párrafo 101; Caso Villagrán Morales y otros (Caso de los “Niños de la
Calle”).  Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C, núm. 63, párrafo 234; Caso Ces-
ti Hurtado, supra nota 24, párrafo 121; Caso Castillo Petruzzi y otros, supra nota 21, pá-
rrafo 184; Caso Paniagua Morales y otros, supra nota 11, párrafo 164; Caso Blake. Sen-
tencia de 24 de enero de 1998. Serie C, núm. 36, párrafo 102; Caso Suárez Rosero,
Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C, núm. 35, párrafo 65; y Caso Castillo
Páez, Sentencia de 3 de noviembre de 1997. Serie C, núm. 34, párrafo 82.

26 Cfr. Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (artículos 27.2, 25 y 8o. Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos), supra nota 10, párrafo 23.

27 Cfr. Caso Paniagua Morales y otros, supra nota 11, párrafo 152.
28 Cfr. Garantías Judiciales en Estados de emergencia (artículos 27.2, 25 y 8o. Con-

vención Americana sobre Derechos Humanos), supra nota 10, párrafo 24.
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94. Esta Corte considera que los actos del proceso de destitución de los
magistrados del Tribunal Constitucional seguido ante el Congreso, que se
hallan sometidos a normas legales que deben ser puntualmente observa-
das, pueden, por eso mismo, ser objeto de una acción o recurso judiciales
en lo que concierne al debido proceso legal. Este control no implica valo-
ración alguna sobre actos de carácter estrictamente político atribuidos por
la Constitución al Poder Legislativo.

96. Dadas las consecuencias del presente caso, la Corte estima que el
fracaso de los recursos interpuestos contra la decisión del Congreso que
destituyó a los magistrados del Tribunal Constitucional se debe a aprecia-
ciones no estrictamente jurídicas. Está probado que quienes integraron el
Tribunal Constitucional y conocieron el amparo de los magistrados desti-
tuidos, fueron las mismas personas que participaron o se vieron involu-
cradas en el procedimiento de acusación constitucional en el Congreso.
En razón de lo anterior, de conformidad con los criterios y exigencias es-
grimidas por este Tribunal sobre la imparcialidad del juez (supra 84 y
85), puede afirmarse que en la decisión de los amparos en el caso en aná-
lisis no se reunieron las exigencias de imparcialidad por parte del Tribu-
nal que conoció los citados amparos. Por lo tanto, los recursos intentados
por las supuestas víctimas no eran capaces de producir el resultado para
el que habían sido concebidos y estaban condenados al fracaso, como en
la práctica sucedió.

97. Por todo lo expuesto, la Corte considera que el Estado violó el de-
recho a la protección judicial, en perjuicio de los señores Manuel Aguirre
Roca, Guillermo Rey Terry y Delia Revoredo Marsano, consagrado en el
artículo 25 de la Convención Americana.

Derechos políticos

100. El artículo 23.1.c de la Convención Americana dispone que:

1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: 
...
c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones

públicas de su país. 

101. Como ya se ha establecido en esta sentencia ... en el presente caso
se dieron una serie de vicios en el proceso de acusación constitucional de

844 CASO DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. PERÚ

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2001. Instituto de Investigaciones Jurídicas - Universidad Nacional Autónoma de México

Libro completo en: https://goo.gl/3w7aJo



los magistrados del Tribunal Constitucional. Estos vicios impidieron el
ejercicio de la defensa ante un órgano imparcial y dieron lugar a una con-
secuente violación del debido proceso, producto de lo cual se dio la desti-
tución de los tres magistrados mencionados en este caso. Dichos magis-
trados tampoco pudieron acceder a un recurso sencillo, rápido y efectivo
para la restitución de los derechos conculcados... Esta situación impidió a
los magistrados mantenerse en sus cargos bajo las condiciones que se es-
tablecen en el artículo 23.1.c de la Convención Americana.

102. Además, en el caso en estudio, el Congreso del Perú anuló sus re-
soluciones de destitución de los tres magistrados del Tribunal Constitu-
cional el 17 de noviembre de 2000, lo cual implica que no se dieron las
condiciones legales para fundamentar la destitución...

103. La Corte estima que los hechos expuestos del caso sub judice no
deben considerarse como una violación del artículo 23 de la Convención
(derechos políticos). Los tres magistrados que sufrieron la destitución ya
tuvieron acceso a la función pública en condiciones de igualdad; en este
caso se han suscitado cuestiones que implican la violación de otras dispo-
siciones de la Convención, a saber, los artículos 8o. y 25, que consagran
el derecho de las víctimas a obtener protección judicial de conformidad
con el debido proceso legal.

104. Por lo tanto, esta cuestión debe considerarse resuelta con lo esta-
blecido en los capítulos anteriores, en relación con las garantías judiciales
y la protección judicial. 

Obligación de respetar los derechos

107. El artículo 1.1 de la Convención dispone que

[l]os Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los dere-
chos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a
toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cual-
quier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o
cualquier otra condición social. 

108. La Comisión se abstuvo de formular argumentos y alegaciones
respecto del artículo 2o. de la Convención, a pesar de haber mencionado
dicha violación en su demanda; sus alegatos se circunscriben al artículo
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1.1 de la misma. La Corte se limitará a examinar el alegado incumpli-
miento por parte del Perú del artículo 1.1 de la Convención.

109. Ya este Tribunal ha establecido, con fundamento en el artículo 1.1
de la Convención Americana, que el Estado está obligado a respetar los
derechos y libertades reconocidos en ella29 y a organizar el poder público
para garantizar a las personas bajo su jurisdicción el libre y pleno ejercicio
de los derechos humanos.30 Según las reglas del derecho de la responsabi-
lidad internacional del Estado aplicables en el derecho internacional de
los derechos humanos, la acción u omisión de cualquier autoridad públi-
ca, independientemente de su jerarquía, constituye un hecho imputable al
Estado que compromete su responsabilidad en los términos previstos por
la misma Convención Americana.31

110. La Corte observa que, de acuerdo con lo establecido en la presen-
te sentencia, el Estado violó los artículos 8o. y 25 de la Convención Ame-
ricana en perjuicio de los señores Manuel Aguirre Roca, Guillermo Rey
Terry y Delia Revoredo Marsano, por lo que puede concluirse que no ha
cumplido con su deber general de respetar los derechos y libertades reco-
nocidos en aquélla y de garantizar su libre y pleno ejercicio, como lo dis-
pone el artículo 1.1 de la Convención. 

111. Para establecer si la conducta del Estado en el caso en análisis se
ajustó o no la Convención Americana, esta Corte considera oportuno re-
cordar que el Preámbulo de la Convención reafirma el propósito de los
Estados Americanos de “consolidar en [el] Continente, dentro del cuadro
de las instituciones democráticas, un régimen de libertad personal y de
justicia social fundado en el respeto de los derechos y deberes esenciales
del hombre”. Este requerimiento se ajusta a la norma de interpretación
consagrada en el artículo 29.c de la Convención. Los hechos del presente
caso contrastan con aquellas exigencias convencionales.

112. Como se ha demostrado, el Tribunal Constitucional quedó desar-
ticulado e incapacitado para ejercer adecuadamente su jurisdicción, sobre
todo en cuanto se refiere al control de constitucionalidad, ya que el artícu-
lo 4 de la Ley Orgánica de dicho Tribunal exige el voto conforme de seis
de los siete magistrados que lo integran para la declaratoria de la inconsti-
tucionalidad de las leyes. El Tribunal Constitucional es una de las institu-
ciones democráticas que garantizan el Estado de derecho. La destitución
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29 Cfr. Caso Bámaca Velásquez, supra nota 2, párrafo 210.
30 Idem.
31 Idem.
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de los magistrados y la omisión por parte del Congreso de designar a los
sustitutos conculcó erga omnes la posibilidad de ejercer el control de cons-
titucionalidad y el consecuente examen de la adecuación de la conducta
del Estado a la Constitución.

113. En consecuencia, la Corte concluye que el Estado ha incumplido
la obligación general del artículo 1.1 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos.

Deber de reparar

117. El artículo 63.1 de la Convención Americana establece que

[c]uando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en
esta Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce
de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera pro-
cedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha
configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemniza-
ción a la parte lesionada. 

118. Este Tribunal ha reiterado en su jurisprudencia constante que es
un principio de derecho internacional que toda violación de una obliga-
ción internacional que haya producido un daño comporta el deber de re-
pararlo adecuadamente.32

119. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una
obligación internacional requiere la plena restitución (restitutio in inte-
grum), lo que consiste en el restablecimiento de la situación anterior, y
la reparación de las consecuencias que la infracción produjo, así como
el pago de una indemnización como compensación por los daños oca-
sionados.

120. Como consecuencia de las violaciones señaladas de los derechos
consagrados en la Convención en el presente caso, la Corte debe disponer
que se garantice a los lesionados en el goce de sus derechos o libertades
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32 Cfr. Caso Suárez Rosero. Reparaciones (artículo 63.1 Convención Americana so-
bre Derechos Humanos). Sentencia de 20 de enero de 1999. Serie C, núm. 44, párrafo 40.
En igual sentido, Cfr. Factory at Chorzów, Jurisdiction, Judgment núm. 8, 1927, P.C.I.J.,
Series A, núm. 9, p. 21; y Factory at Chorzów, Merits, Judgment núm. 13, 1928,
P.C.I.J., Series A, núm. 17, p. 29; Reparation for Injuries Suffered in the Service of the
United Nations, Advisory Opinion, I.C.J. Reports, 1949, p. 184.
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conculcados. La Corte observa que el 17 de noviembre de 2000 el Con-
greso de la República del Perú dispuso la reinstalación de los magistrados
en sus respectivos cargos..., la cual ya se efectuó. No obstante, esta Cor-
te considera que, adicionalmente, el Estado debe resarcir a dichos ma-
gistrados por los salarios y prestaciones dejados de percibir... También
estima necesario el resarcimiento de las costas y gastos en que hubieran
incurrido las víctimas con motivo de las gestiones relacionadas con la
tramitación del caso ante la justicia, tanto en la jurisdicción interna como
internacional.

121. Esta Corte ha manifestado, en relación al daño material en el su-
puesto de víctimas sobrevivientes, que el cálculo de la indemnización
debe tener en cuenta, entre otros factores, el tiempo que éstas permane-
cieron sin trabajar.33 La Corte considera que dicho criterio es aplicable en
el presente caso,34 y para tal efecto dispone que el Estado debe pagar los
montos correspondientes a los salarios caídos y demás derechos laborales
que correspondan a los magistrados destituidos, de acuerdo con su legis-
lación. Asimismo, el Estado deberá compensar a los funcionarios por
todo otro daño que éstos acrediten debidamente y que sean consecuencia
de las violaciones declaradas en la presente sentencia. El Estado deberá
proceder a fijar, siguiendo los trámites nacionales pertinentes, los montos
indemnizatorios respectivos, a fin de que las víctimas los reciban en el
plazo más breve posible.

122. La Corte, conforme a una constante jurisprudencia internacional,
considera que la obtención de una sentencia por parte de las víctimas,
como culminación de un proceso que ampare sus pretensiones, es por sí
misma una forma de satisfacción.35 En el caso sub judice, se trata de ma-
gistrados de un alto tribunal de justicia constitucional que fueron destitui-
dos. Consta en el expediente que, el 17 de noviembre de 2000 (supra 26 y
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33 Cfr. Caso Suárez Rosero, reparaciones, supra nota 32, párrafo 59.
34 Idem.
35 Cfr. Caso Blake, reparaciones (artículo 63.1 Convención Americana sobre Dere-

chos Humanos). Sentencia de 22 de enero de 1999. Serie C, núm. 48, párrafo 55; Caso
Suárez Rosero, reparaciones, supra nota 32, párrafo 72; Castillo Páez. reparaciones (ar-
tículo 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 27 de no-
viembre de 1998. Serie C, núm. 43, párrafo 84; Caso Neira Alegría y otros. reparaciones
(artículo 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 19 de sep-
tiembre de 1996. Serie C, núm. 29, párrafo 56; y Caso El Amparo. reparaciones (artículo
63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 14 de septiembre
de 1996. Serie C, núm. 28, párrafo 62.
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56.30), mediante una resolución del Congreso, los magistrados fueron
restituidos en sus funciones, es decir, por el propio órgano que los había
removido de sus cargos. Dicha resolución fue publicada en el Diario
Oficial “El Peruano”. La Corte considera que esos hechos constituyen
per se una reparación moral; igual reparación moral entraña la presente
Sentencia.

Deber de investigar los hechos

123. Como lo ha señalado este Tribunal, la Convención Americana ga-
rantiza a toda persona el acceso a la justicia para hacer valer sus dere-
chos, recayendo sobre los Estados parte los deberes de prevenir, investi-
gar, identificar y sancionar a los autores intelectuales y encubridores de
violaciones de los derechos humanos.36 Con base en esta obligación, el
Estado tiene el deber de evitar y combatir la impunidad, la cual ha sido
definida como “la falta en su conjunto de investigación, persecución, cap-
tura, enjuiciamiento y condena de los responsables de las violaciones de
los derechos protegidos por la Convención Americana”.37

124. Por consiguiente, el Estado tiene la obligación de investigar los
hechos que generaron las violaciones constatadas en la presente senten-
cia, por lo que debe ordenar una investigación real y efectiva para identi-
ficar y sancionar a las personas responsables de las mismas. 

Costas y gastos

125. En cuanto al reembolso de las costas y gastos, corresponde a este
Tribunal apreciar prudentemente su alcance, que comprende los gastos
por las gestiones realizadas por las víctimas ante las autoridades de la ju-
risdicción interna, así como aquellos generados en el curso del proceso
ante el sistema interamericano. Esta apreciación puede ser realizada con
base en el principio de equidad y tomando en cuenta los gastos señalados
por las partes, siempre que su quantum resulte razonable.38
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36 Cfr. Caso Blake, reparaciones, supra nota 35, párrafo 65.
37 Cfr. Caso Bámaca Velásquez, supra nota 2, párrafo 211.
38 Cfr. Caso Suárez Rosero, reparaciones, supra nota 32, párrafos 92 y 97.
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129. Conforme a su práctica constante de este Tribunal, la Corte se re-
serva la facultad de supervisar el cumplimiento integral de la presente
Sentencia. El proceso se dará por concluido una vez que el Estado haya
dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en el presente fallo.

Puntos resolutivos

130. Por tanto, LA CORTE,

por unanimidad, 
1. declara que el Estado violó, en perjuicio de Manuel Aguirre Roca,

Guillermo Rey Terry y Delia Revoredo Marsano, el derecho a las garan-
tías judiciales consagrado en el artículo 8 de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos.

2. declara que el Estado violó, en perjuicio de Manuel Aguirre Roca,
Guillermo Rey Terry y Delia Revoredo Marsano, el derecho a la protec-
ción judicial consagrado en el artículo 25 de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos.

3. declara que el Estado incumplió la obligación general del artículo
1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en conexión
con las violaciones de los derechos sustantivos señalados en los puntos
resolutivos anteriores de la presente Sentencia.

4. decide que el Estado debe ordenar una investigación para deter-
minar las personas responsables de las violaciones de los derechos hu-
manos a que se ha hecho referencia en esta sentencia, así como divulgar
públicamente los resultados de dicha investigación y sancionar a los res-
ponsables.

5. decide que el Estado debe pagar los montos correspondientes a los
salarios caídos y demás prestaciones que en conformidad con su legisla-
ción correspondan a los señores Manuel Aguirre Roca, Guillermo Rey
Terry y Delia Revoredo Marsano, de acuerdo con lo establecido en los
párrafos 121 y 128 de la presente Sentencia.

6. decide, por equidad, que el Estado debe pagar a las víctimas en el
presente caso, por concepto de costas y gastos, en la forma y condiciones
que se expresan en los párrafos 126 y 128 de esta sentencia, las siguientes
cantidades: al señor Manuel Aguirre Roca US$25.000,00 (veinticinco mil
dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda
peruana al momento de efectuar el pago; al señor Guillermo Rey Terry
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US$25.000,00 (veinticinco mil dólares de los Estados Unidos de Améri-
ca) o su equivalente en moneda peruana al momento de efectuar el pago;
y a la señora Delia Revoredo Marsano US$35.000,00 (treinta y cinco mil
dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda
peruana al momento de efectuar el pago.

7. decide que supervisará el cumplimiento de esta sentencia y sólo des-
pués dará por concluido el caso.

CASO DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. PERÚ 851
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